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Adentrarse en el problema de los principios en el Derecho es una
tarea arriesgada. Todos los operadores jurídicos los invocan constan-
temente pero, paradójicamente, no es posible llegar a un acuerdo so-
bre qué son, cuáles son y cuál es su relación con las normas jurídicas.
De esos múltiples y complicados problemas únicamente me interesa
analizar una de sus facetas: la utilización de los principios como argu-
mento para la integración e interpretación del Derecho. Pero como
ese análisis exige manejar un concepto, aunque sea aproximado, de
“principios”, tomaré prestada una enumeración de los usos que se
han dado a la expresión “principios del derecho” realzada por
Wróblewski.

El profesor polaco enumera tres tipos principales de principios-
regla en el Derecho:

a) Los principios positivos de Derecho, que serían normas explíci-
tamente promulgadas en una disposición o enunciado, o normas cons-
truidas con elementos pertenecientes a varias disposiciones, pero que
son consideradas más importantes que las demás.

b) Los principios implícitos de Derecho, que serían las premisas o
consecuencias de normas, a través de una inducción en el primer caso y
de una deducción en el segundo.

c) Los principios extrasistemáticos de Derecho: que serían princi-
pios externos al sistema jurídico, que provienen básicamente o del De-
recho comparado o de reglas sociales aceptadas por la práctica judicial
(moral, costumbres...).

Cuando en la práctica judicial se argumenta invocando los princi-
pios se puede estar aludiendo a cualquiera de estos tres grandes tipos,
con dos finalidades: integradora o interpretativa.

En primer lugar, los principios —de cualquiera de los tipos señala-
dos— utilizados para solucionar lagunas legales y su funcionamiento y
los problemas que plantea son muy similares a los de la analogía: la

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/6rfdkR

DR © 2006. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
http://portal.te.gob.mx/



La
 a

rg
um

en
ta

ci
ón

 in
te

rp
re

ta
tiv

a 
en

 la
 ju

st
ic

ia
 e

le
ct

or
al

 m
ex

ic
an

a

178

diferencia estribaría en que, mientras en la analogía el implícito que
queda cubierto por el postulado del legislador racional es la similitud
e identidad de razón de los supuestos, en el caso de los principios es
su propia enunciación la que, como diré inmediatamente, debe ser
referida a la voluntad del legislador racional por la dificultad de justi-
ficarlo de otro modo.

En segundo lugar, los principios son también utilizados con una
finalidad interpretativa: ante la pluralidad de significados de un enun-
ciado, se optará por aquél que mejor se adecue a lo establecido por el
principio. La razón es que el sistema jurídico elaborado por el legisla-
dor racional es coherente, no sólo en cuanto que sus preceptos son con-
sistentes, sino, en un sentido más fuerte, en cuanto que sus normas
responden a criterios (o principios) inspiradores comunes.

De cualquier modo, como ya he anunciado antes, el problema fun-
damental que plantean los principios, en el que incide directamente la
virtualidad justificativa del postulado del legislador racional, es el de su
enunciación o reconocimiento. Para abordarlo es preciso distinguir los
tres tipos de principios que hemos señalado al comienzo:

a) Los principios que, como Wróblewski, he llamado positivos
de Derecho son los que, a primera vista, plantean menos necesidad de
justificación en la medida en que son normas positivas. Sin embargo,
las cosas no son tan claras. En el caso de principios expresamente
recogidos en un enunciado habrá que justificar por qué razón esa
norma es más importante que otras para que sea elevada a la catego-
ría de principio. En el caso de los principios-norma construidos a
partir de varios enunciados, sería necesario justificar tanto el razona-
miento constructivo del principio, como la elevación del resultado al
nivel de principio. En ambos casos, la colaboración del postulado del
legislador racional es inestimable ya que, por su intervención, el juez
puede limitarse a declarar que ha constatado la existencia de un prin-
cipio enunciado por el legislador, no ha hecho más que traducir la
voluntad de éste.

b) Con los principios implícitos de Derecho pasa algo parecido.
Recordemos que podían ser tanto premisas como consecuencias de nor-
mas. Pues bien, las problemáticas operaciones de inferencia o deducción
para obtener la norma y la no menos problemática cuestión del motivo
por el que al resultado de la operación presuntamente lógica se le asigna
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la etiqueta de principio, quedan ocultas por el postulado del legislador
racional: el juez no ha creado nada, sino que ha desvelado la lógica
oculta del legislador.

c) Por último, los principios extrasistemáticos de Derecho son los
que, a primera vista, menos pueden ser conectados con la idea del legis-
lador racional, ya que están fuera del ordenamiento jurídico. Sin em-
bargo, también ellos pueden ser reconducidos a esta figura. Por un lado,
los principios basados en reglas sociales (moral, buenas costumbres,
etc.) plantean el problema de determinar en cada momento su conteni-
do, pero pueden ser atribuidos genéricamente al legislador racional que
ordenaría comportarse conforme a ellos. Por otro, los principios basa-
dos en la comparación de diversos ordenamientos pondrían de mani-
fiesto la existencia de lo que podría denominarse un supralegislador
racional o que no sólo articula un ordenamiento jurídico-positivo per-
fecto, sino que es capaz de crear grandes familias suprasistemáticas
coherentes y racionales. En el momento en que un principio es atribui-
do a la voluntad de ese supralegislador su capacidad de justificación es
todavía mayor, porque, se entiende, que ocupa un lugar jerárquicamente
más elevado en el sistema de los principios jurídicos (basta pensar aquí
en los principios del derecho natural o de los derechos humanos).

En definitiva, gracias al postulado del legislador racional, cuando el
juez utiliza este argumento, en primer lugar, sólo constata principios que
le son impuestos por el legislador, y, en segundo lugar, cuando los utiliza,
está, o bien, colaborando a eliminar lagunas aparentes del ordenamiento
y respetando la voluntad del legislador de dar solución a todos los casos
jurídicamente relevantes, o bien, atribuyendo a los enunciados dudosos
significados que coinciden con la voluntad del legislador y que ponen de
manifiesto que el ordenamiento jurídico es un sistema coherente.

Resumiendo, los principios desempeñan dos funciones:
a) Integradora: en caso de laguna la sentencia debe fundarse en los

principios generales del Derecho (artículo 14 Const.), y
b) Interpretativa: en caso de duda o controversia acerca del signifi-

cado de un enunciado, se le debe asignar el sugerido por (o el
más coherente con) un principio jurídico (como parte del criterio
funcional).
Toda esta complejidad del mundo de los principios jurídicos encuen-

tra reflejo en las decisiones del Tribunal Electoral.
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Por un lado, encontramos los diferentes tipos de principio antes
señalados, por ejemplo los siguientes:

a) Los principios generales del Derecho incorporados en disposiciones
normativas:
“Una regla de interpretación de los contratos prevista en el artículo 1851
del Código Civil para el Distrito Federal en Materia Común y para toda
la República en Materia Federal, previene que si los términos de un con-
trato son claros y no dejan duda sobre la intención de los contratantes, se
estará al sentido literal de sus cláusulas, pero que si las palabras parecie-
ran contrarias a la intención evidente de los contratantes, prevalecerá ésta
sobre aquéllas. Dicho principio extiende su aplicabilidad a todos los actos
jurídicos, en lo que no se oponga a la naturaleza de éstos o a disposicio-
nes especiales de la ley sobre los mismos, según lo determina el artículo
1859 del ordenamiento citado; pero aún más, esta regla se puede consi-
derar válidamente como principio general de derecho aplicable en el
ámbito jurídico nacional a falta de norma específica en los ordenamientos
positivos directamente aplicables en un caso determinado.”

[S3ELJ 66/2002]

“el referido principio constitucional de legalidad electoral en cuestiones
relacionadas con el operador jurídico: La ley ... señalará las sanciones
que deban imponerse por el incumplimiento de ... (dichas) disposicio-
nes (artículo 41, párrafo segundo, fracción II, último párrafo, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos), es la expre-
sión del principio general del derecho nullum crimen, nulla poena sine
lege praevia, scripta et stricta.”

[S3ELJ 07/2005]

b) Los principios generales del Derecho como criterio fundamental
de la decisión:
“en el hipotético caso de que un ciudadano, al solicitar su alta por
cambio de domicilio, no cumpla con su obligación legal de exhibir y
entregar la credencial para votar con fotografía correspondiente a su
domicilio anterior, no cabe desprender que tal ciudadano pueda pre-
valerse de tal incumplimiento legal para pretender, a través de la
presentación posterior de aquella credencial ante la autoridad electo-
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ral, la supuesta satisfacción del requisito consistente en contar con su
credencial para votar, pues su actuar negligente no puede jurídicamente
beneficiarle según el principio general del derecho recogido en el afo-
rismo latino Nemo auditur propriam turpitudinem allegans.”

[S3ELJ 5/2003]

c) El Tribunal Electoral admite la existencia de principios
expresos e implícitos:
“Por otro lado, de una sana interpretación constitucional y a efecto de
conseguir una adecuada actualización de los efectos deseados por el Cons-
tituyente, debe considerarse que los principios inspiradores del artículo
130 constitucional no son tan sólo los explícitamente enumerados, sino,
en general, aquellos que derivan del conjunto de bases normativas intrín-
secas que justifican en lo conducente al sistema jurídico y permiten su
pleno y adecuado funcionamiento. (…) En consecuencia, dichos princi-
pios contenidos en el artículo 130 constitucional, ya sea en forma explícita
o implícita, dimanan directamente de aquellos fundamentos constitucio-
nales que hacen evidente el sustrato hipotético general de la normativa
relativa, que permiten que puedan adecuadamente ser actualizados.”

[SUP-REC-034/2003]

d) Una disposición expresa un principio porque así lo dice
el legislador al emplear el término:
Por ejemplo, en el artículo 130 de la Constitución se recoge el “princi-
pio histórico de la separación del Estado y las iglesias”.

[S3ELJ 22/2004]

e) Una disposición expresa un principio porque así lo proclama
el intérprete:
Por ejemplo, en el artículo 38 de la Constitución se recogerían, a
juicio del Tribunal, los principios explícitos que rigen las relaciones
entre las iglesias y el Estado.

[SUP-REC-034/2003]

f) Los principios inexpresos los construye el intérprete a partir de un
conjunto de normas.

[SUP-JDC-001/2003]
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Por otro lado, la jurisprudencia del Tribunal refleja también el do-
ble uso integrador e interpretativo de los principios:

a) Función integradora de los principios:
“atendiendo al hecho de que en las disposiciones legales aplicables en
materia de coaliciones no se prevé en forma literal alguna consecuen-
cia jurídica específica para el caso de que cierto partido político re-
nuncie a una coalición, de acuerdo con una interpretación sistemática
y funcional de lo dispuesto en los artículos citados en último término,
como se permite al tenor de lo previsto en el artículo 3o., párrafo 2,
del mismo Código Federal Electoral; esto es, se debe dar a esa even-
tualidad una consecuencia jurídica que esté de acuerdo con los princi-
pios generales del derecho, que sea procedente y congruente para el
caso específico y que, además, permita, en forma inmediata, el ejerci-
cio de derechos de los partidos políticos y, de manera mediata, el de
las prerrogativas políticas de los ciudadanos, según se colige de lo
preceptuado en el artículo 14, párrafo cuarto, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. De esta manera, son aplicables
los principios generales del derecho que se resumen en los aforismos
nadie debe ser perjudicado por hecho ajeno (nemo alieno facto
praegravari debet); lo útil no puede ser viciado por lo inútil (utile per
inutile non vitiatur), así como en atención al principio general del
derecho por el cual se determina que la validez y el cumplimiento de
los contratos no pueden dejarse al arbitrio de uno de los contratantes,
mismo que está recogido en el artículo 1797 del Código Civil para el
Distrito Federal en Materia Común y para toda la República en Mate-
ria Federal, más cuando dicho principio no contravenga la voluntad
expresa de los partidos políticos en el convenio y ello no vaya en
contra de la naturaleza de esa institución jurídica.”

[S3EL 012/99]

b) Función interpretativa de los principios: para confirmar un significado
en la primera de las tesis y para comprender un artículo en la
segunda:
“en la medida en que se reserve el ejercicio de esta atribución ex-
traordinaria, se evitarán la incertidumbre y la inseguridad jurídicas,
preservando al mismo tiempo tanto el sistema probatorio en la
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materia como el principio de definitividad de los procesos electorales,
al otorgar valor probatorio a los medios legalmente reconocidos y
obviar retrotraer el proceso electoral a etapas concluidas, mediante el
ejercicio debidamente justificado de esta trascendente atribución de
la autoridad jurisdiccional.”

[S3ELJ 14/2004]

“Conforme con los principios de certeza y legalidad, previstos por los
artículos 116, párrafo segundo, fracción IV, incisos b) y d) de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuando en las dis-
posiciones constitucionales o legales aplicables se exijan votaciones en
porcentajes o fracciones de los miembros o integrantes de algún cuer-
po colegiado, tales preceptos deben  interpretarse en el sentido de que
si con el número de votos que se emitan en apoyo de una propuesta,
no se alcanza el porcentaje ordenado por la norma, sino uno menor,
cualquiera que éste sea, implica el incumplimiento de la disposición
jurídica, pues para que las normas en que se exijan porcentajes o frac-
ciones de votación se vean colmadas, se hace necesario que, con el
número de votos que se emitan en un sentido se alcance completa-
mente el porcentaje exigido, aunque se exceda el que la ley establece.”

[S3ELJ 06/2003]
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